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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO. 

 

PRESENTACIÓN DE RECLAMO ANTE LA EMPRESA TELEOPERADORA – 

TELEFÓNICA DEL PERÚ. 

 

Mediante el Formulario de Reclamo: Servicio de Telefonía Móvil, de fecha 05 de julio 

de 2016, el señor PEDRO ERNESTO RONDON NAVAS (en adelante “el reclamante”) 

inició el procedimiento de reclamo en contra de TELEFÓNICA DEL PERU S.A.A. (en 

adelante “la empresa operadora”) en materia de cobro de servicio. 

 

Fundamentos de hecho 

Que, mediante Formulario de Reclamo: Servicio de Telefonía Móvil, de fecha 05 de julio 

de 2016, dirigido al Área de Soluciones de la Empresa Telefónica del Perú S.A.A., el 

reclamante presenta su reclamo bajo las siguientes consideraciones: 

 

• Señala que se le cobró una penalización de S/ 80.00 (Ochenta con 00/100 Soles) 

al número 943186467 por error de parte del vendedor al momento de cambiar de 

equipo con su otro número 955885337.  

 

• Que canceló el monto de la penalidad con el segundo número señalado.  

 

• No compró ningún equipo ni pidió eliminar días de compromiso con el número 

943186467. 

 

PRONUNCIAMIENTO DE LA EMPRESA OPERADORA – TELEFÓNICA DEL 

PERÚ S.A.A. 

 

Mediante Carta No. TM-R-F-0946717-2016, de fecha 08 de julio de 2016, la empresa 

Telefónica del Perú S.A.A., resolvió el reclamo interpuesto por el reclamante, el señor 

Pedro Ernesto Rondón Navas, declarándolo infundado, bajo los siguientes fundamentos: 

 



 

 

 

 

• Solo son susceptibles de reclamos de facturación aquellos que versan sobre 

conceptos que figuran en el recibo de pago del servicio y respecto de los cuales el 

usuario desconoce el consumo del servicio, monto facturado, tarifa aplicada o el 

título del cual se deriva el derecho de la empresa para cobrarlos.   

 

• Al suscribirse el contrato de adquisición de un equipo por 18 meses se obtiene un 

descuento especial en su precio. Este descuento especial se encontraba 

condicionado al cumplimiento de las disposiciones establecidas en el contrato, el 

cual en caso de incumplimiento de estas se perdería dicho descuento especial. El 

saldo de dicho descuento se cargaría en su estado de cuenta. En caso de que el 

cliente decida resolver el contrato de permanencia de servicio antes del plazo de 

vigencia del contrato, deberá pagar a la empresa operadora una penalidad 

equivalente al cargo fijo mensual del plan suscrito, multiplicado por la cantidad 

de meses restantes a la fecha de vencimiento del contrato.   

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante formulario de recurso de apelación, de fecha 19 de julio de 2016, el reclamante 

interpuso su recurso de apelación en contra de lo resuelto por la empresa operadora en la 

Carta No. Carta No. TM-R-F-0946717-2016, de fecha 08 de julio de 2016, que resolvió 

declarar infundado su reclamo por cobro de penalización, argumentando lo siguiente: 

 

• Señala que posee dos equipos móviles con los números 943186467 y el 

955885337 y que se ha producido una confusión por parte del vendedor al 

consignar el número de celular para facturar la penalidad. 

 

• Que, con fecha 10 de junio de 2016, el reclamante adquirió un nuevo equipo móvil 

para el número 955885337, y que por ello le correspondía pagar una penalidad 

ascendente a S/ 80.00 (Ochenta con 00/100 soles), la cual cumplió con pagar de 

acuerdo al Boucher que adjuntó en su recurso. 

 

• El vendedor cometió un error al momento de facturar la penalidad que 

correspondía al número 955885337, gravando al otro número señalado, generando 



 

 

 

 

una penalidad ascendente al monto de S/ 80.00 (Ochena con 00/100 Soles) 

adicional a la penalidad anterior.  

 

• Que luego de ello solicitó que se revirtiera dicha operación, la cual fue atendida 

por el mismo vendedor de la compra del equipo, sin embargo, por algún error 

atribuible a la empresa operadora no se llegó a realizar la reversión de la penalidad 

ascendente a S/ 80.00 (Ochenta con 00/100 Soles). 

   

DESCARGOS DE LA EMPRESA OPERADORA 

 

Telefónica del Perú S.A.A. mediante la información para el trámite del recurso de 

apelación ante el Tribunal del Administrativo de Solución de Reclamos de Usuarios de 

Osiptel, absuelve solicitando que se confirme la decisión de la primera instancia 

declarando improcedente el reclamo, de acuerdo a las siguientes consideraciones: 

 

• Que de acuerdo con los señalado en el artículo 28 del Reglamento para la Atención 

de Reclamos de Usuarios de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones, el 

cobro de penalidades no constituye un concepto materia de reclamo, por lo que 

no procede atender dicha reclamación, justificando de esa forma la resolución del 

reclamo.  

 

RESOLUCIÓN FINAL EMITIDA POR EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

SOLUCION DE RECLAMOS DE USUARIOS DEL OSIPTEL – TRASU.  

 

La Sala Unipersonal del Tribunal del Administrativo de Solución de Reclamos de 

Usuarios- TRASU del Osiptel a través de la Resolución N° 01 de fecha 13 de octubre de 

2016, decidió declarar FUNDADO el recurso de apelación, en consecuencia, REVOCÓ 

la Resolución de la Empresa Operadora, ordenando a esta anular, o de ser el caso, 

devolver el importe correspondiente a los conceptos reclamados, según corresponda, en 

base a los siguientes argumentos: 

 

• Respecto de la procedencia del reclamo interpuesto por el reclamante, señala que 

el inciso 15 del artículo 28 del Reglamento para la Atención de Reclamos de 

Usuarios establece que el usuario podrá presentar reclamos que versen sobre 



 

 

 

 

cualquier materia relacionada directamente con la prestación del servicio público 

de telecomunicaciones contratado.  

 

• El cual en concordancia con el artículo 16-A del Texto Único Ordenado de las 

condiciones de uso de servicios públicos de Telecomunicaciones, la cual establece 

que la empresa operadora puede celebrar contratos adicionales para la adquisición 

de equipos terminales (celulares), se entiende que existe una relación entre la 

adquisición del equipo terminal y el servicio de telecomunicaciones, cuando la 

primera se vincula al valor de la renta fija periódica del segundo; y como es que 

debe hacerse el cálculo del reintegro del precio del equipo o pago de penalidad 

cuando el usuario resuelva el contrato de prestación de servicio antes del 

vencimiento del plazo establecido en el acuerdo adicional del equipo. De la lectura 

de ambos dispositivos, se tiene que los reclamos por concepto de reintegro de 

precios de equipo/cobro de penalidad resultan de competencia del presente 

procedimiento.  

 

• Respecto del tema de fondo, señala que se ha incurrido en una falta de motivación 

de parte de la empresa operadora, toda vez que no se ha realizado una valoración 

adecuada de los medios probatorios adjuntos al reclamo presentado, así como no 

ha cumplido con fundamentar su resolución de forma detallada.  

 

• Se ha verificado que la empresa operadora no ha actuado el mecanismo de 

contratación del servicio del número 943186467, así como precisar cuál sería la 

causal que se habría vulnerado a efectos de generar el cobro de la penalidad. Es 

decir, la empresa operadora ha omitido pronunciarse sobre el fondo del reclamo 

presentado, incumpliendo la debida motivación en su resolución, y vulnerando el 

derecho al debido procedimiento del reclamante. 

 

La Resolución del TRASU constituye un acto administrativo que causa estado, es decir, 

se agota la vía administrativa por lo que solamente puede ser cuestionada a través de una 

demanda contenciosa administrativa. 

 

 

 



 

 

 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

• CUESTIONES MATERIALES 

1. ¿Se pueden presentar reclamaciones por el cobro indebido de una penalidad 

por la resolución del contrato de prestación de servicios antes del vencimiento 

de su vigencia? 

 

IDENTIFICACIÓN 

Uno de los principales problemas del presente caso gira en torno a lo señalado por la 

empresa operadora en cuanto a la procedencia del reclamo.  

 

La empresa operadora en su Carta No. TM-R-F-0946717-2016 resolvió declarar 

improcedente el reclamo interpuesto por la reclamante, toda vez que el cobro de 

penalidades por la resolución del contrato de prestación de servicio de 

telecomunicaciones antes de la culminación de su vigencia no se encuentra 

establecido como una materia que es susceptible de reclamar. Este pronunciamiento 

fue cuestionado por el TRASU al momento de atender la apelación interpuesta por el 

reclamante.  

 

En ese sentido, dicha controversia nos plantea la cuestión sobre si es o no posible 

interponer un reclamo por el cobro de una penalidad que no debió ser cobrada, más 

allá de lo que haya dicho el TRASU en su resolución.  

 

ANÁLISIS 

 

Esta problemática, planteada por la contradicción entre lo señalado por la empresa 

operadora en su resolución de primera instancia y por el TRASU en su resolución de 

segunda instancia debe ser analizada desde la perspectiva de la competencia, la cual 

se determina en las normas que regulan los procedimientos de reclamos por el servicio 

de telecomunicaciones.  

 

La competencia constituye eal requisito de validez del acto administrativo, pues su no 

concurrencia o cumplimiento puede generar la nulidad del acto administrativo final 



 

 

 

 

de acuerdo al iniciso 2 del artículo 10 de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General – ley 27444 (norma aplicable al caso). 

 

Artículo 10.- Causales de nulidad 

Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los 

siguientes: 

 1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias. 

 2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se 

presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el 

artículo 14. 

 3. Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la aprobación 

automática o por silencio administrativo positivo, por los que se adquiere 

facultades, o derechos, cuando son contrarios al ordenamiento jurídico, o cuando 

no se cumplen con los requisitos, documentación o tramites esenciales para su 

adquisición. 

 4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o que se 

dicten como consecuencia de la misma. 

 

Dicha esto, tenemos que analizar el concepto de servicio de telecomunicaciones 

recogida en nuestra legislación y la desarrollada a nivel de doctrina. Así pues, resulta 

importante desarrollar estos conceptos a fin de determinar si han sido aplicados 

adecuadamente tanto en los procedimientos como en la legislación que la regula.  

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 

1. ¿Es un acto administrativo el pronunciamiento emitido por la empresa 

operadora? 

 

IDENTIFICACIÓN  

 

Esta problemática es del tipo teórico, ya que la estructura del presente procedimiento 

responde a uno de naturaleza trilateral, ello debido a que tiene como una primera 

instancia a una empresa de naturaleza privada, la cual emitió un pronunciamiento con 

la finalidad de resolver el reclamo interpuesto por un usuario. 



 

 

 

 

  

Asimismo, esta se identifica dentro el marco de la teoría del acto administrativo la 

cual se encuentra regulada en la Ley No. 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General, en el que se establecen las principales reglas que regulan a 

la Administración Pública al momento de emitir sus resoluciones.  

 

En ese sentido, al ser los actos administrativos actos que en principio son emitidos 

por Entidades Públicas, nos lleva a cuestionar si realmente el pronunciamiento 

emitido por la empresa operadora en la primera instancia del procedimiento es o no 

un acto administrativo. 

 

ANÁLISIS 

 

Respecto de esta problemática, cabe señalar que la empresa reclamada emitió un 

pronunciamiento con la finalidad de resolver el reclamo presentado por el señor 

Rondón, ello en el marco de una relación comercial vinculada a la prestación del 

servicio público de telecomunicaciones. 

 

Ahora bien, la Ley del Procedimiento Administrativo General determina que los actos 

administrativos son manifestaciones unilaterales de voluntad de las entidades de la 

administración pública; asimismo, el mismo cuerpo normativo establece a quienes se 

los considera entidades de la administración pública, fijándose entre estas a aquellas 

personas jurídicas de derecho privado que prestan servicios públicos. Por lo tanto, es 

menester evaluar si el presente caso corresponde a los supuestos establecidos en la 

norma en mención. 

 

Este es un tema importante de analizar, ya que es fundamental determinar, para 

efectos de conocer las reglas aplicables a los actos de la empresa reclamada, si esta es 

competente para emitir actos administrativos; por lo que, de ser afirmativa la 

respuesta, sus actos se deberán ceñir a la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, y, en consecuencia, respetar el principio del debido procedimiento.  

 

2. La debida motivación de las resoluciones administrativas en el marco del 

reclamo por cobro de penalidad indebida. 



 

 

 

 

 

IDENTIFICACIÓN 

 

Esta es una problemática planteada por el TRASU en su resolución, en la que resuelve 

el recurso de apelación, en la que ha señalado que la empresa operadora no ha 

motivado debidamente su decisión.  

 

Esto ha sido desarrollado en virtud de que la empresa operadora en su resolución solo 

se ha manifestado respecto de la procedencia del reclamo interpuesto, y no sobre el 

tema de fondo. Debido justamente a que al tratarse de un reclamo procedente debió 

de pronunciarse sobre el contenido del reclamo y valorar los medios probatorios que 

se han adjuntado. 

 

ANÁLISIS 

 

Esta problemática gira en torno a la protección de un derecho fundamental de los 

administrados como lo es el debido procedimiento administrativo. Dentro del 

contenido de este derecho se encuentra el derecho a la debida motivación, entendido 

como el derecho de todo administrado a tener una respuesta razonada y fundamentada.  

 

En el presente procedimiento, se ha evidenciado una posible lesión de este derecho, 

mediante la resolución emitida por la empresa operadora en primera instancia. Esto 

ha sido advertido por el TRASU al señalar que no se ha realizado la evaluación de los 

medios probatorios presentados por el administrado y que no se ha emitido un 

pronunciamiento de fondo.  

 

En ese sentido, cabe resaltar que el análisis de esta problemática gira en torno a 

entender claramente en que consiste la debida motivación y su relación con el 

pronunciamiento de la empresa operadora, así como entender el enfoque 

constitucional que la vuelve necesaria dentro del marco del procedimiento 

administrativo. 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

• CUESTIONES MATERIALES: 

 

1. ¿Se pueden presentar reclamaciones por el cobro indebido de una penalidad por 

la resolución del contrato de prestación de servicios antes del vencimiento de su 

vigencia? 

 

El procedimiento para la atención de reclamos es uno que tiene como principal 

objetivo el control de las empresas de telecomunicaciones por parte del Osiptel, quien 

es el órgano regulador competente en dicha materia. 

 

Sobre el mismo la doctrina refiere lo siguiente: 

 

En tal sentido, el procedimiento administrativo normado por OSIPTEL tiene una 

marcada finalidad protectora de los derechos de los usuarios de los servicios 

públicos de telecomunicaciones, y ha dispuesto facilidades que incentiven la 

realización de los procedimientos de reclamo sin que ello implique un mayor 

costo. (Frisancho, 2017, pág. 92) 

 

Como la propia definición lo ha señalado, este procedimiento implica atender los 

reclamos de parte de los usuarios en los que se advierten conductas inadecuadas en la 

prestación del servicio de telecomunicaciones por parte de las empresas operadoras.  

 

Así la doctrina ha definido a los servicios de telecomunicaciones como: 

Los servicios portadores locales, larga distancia nacional y larga distancia 

internacional; los servicios finales como la telefonía fija de abonado, la telefonía 



 

 

 

 

pública, el télex, el telégrafo, la telefonía móvil (para fines prácticos incluiremos 

bajo esta denominación al servicio telefónico móvil, troncalizado y servicio de 

comunicaciones personales PCS), el buscapersonas, la conmutación de 

transmisión de datos, los servicios multimedios, los servicios móviles por 

satélites, el servicio móvil de datos marítimo por satélite; y los servicios de 

difusión como la distribución de radio difusión por cable y la música ambiental, 

entre otros. (Solar & Cairapoma, 2010, pág. 403) 

 

Así pues, tenemos al servicio de telefonía móvil como uno de los principales servicios 

del sector telecomunicaciones, en el que existe incidencia de la regulación mediante el 

procedimiento de reclamos ante el OSIPTEL. 

 

En cuanto a la procedencia de los reclamos sobre el servicio de telecomunicaciones, 

el artículo 28 del Reglamento para la Atención de Reclamos de Usuarios de Servicios 

Públicos de Telecomunicaciones señala que solo son susceptibles los reclamos 

relativos a la facturación, cobros, idoneidad en la prestación del servicio al usuario, 

veracidad de la información brindada por la empresa prestadora al usuario, falta de 

entrega del recibo o copia solicita por el usuario, entre otras. 

 

En este caso nos encontramos a una serie de causales enumeradas taxativamente, las 

cuales no nos dejan claro cuál es la causal aplicable al presente caso.  

 

En primer lugar, tenemos al inciso 2 del artículo 28 del Reglamento para la Atención 

de Reclamos de Usuarios de Servicios Públicos de Telecomunicaciones el cual señala 

lo siguiente:  

 

Artículo 28.- Objeto del reclamo El usuario podrá presentar reclamos que 

versen sobre las siguientes materias: 

(…) 2. Cobro: Montos cobrados al usuario por conceptos distintos a los 

oportunamente facturados o que el usuario desconoce por haber sido 

anteriormente pagados o los montos cobrados habiendo solicitado la baja 

del servicio sin que la empresa operadora hubiere cumplido con efectuarla 

o habiéndola efectuado realiza el cobro (…). 

 



 

 

 

 

Al respecto, dicha redacción nos lleva a entender que se refiere a cobros como aquellos 

conceptos distintos a los facturados y también como aquellos que el usuario no conoce 

ya sea por haberlos pagado o que al haberlos pagado la empresa no los haya efectuado 

o habiéndola efectuada realizó el cobro.  

 

En base a ello, a primera vista, nos da la impresión de que el reclamo interpuesto sí se 

encontraría contemplado en el presente inciso; sin embargo, los conceptos utilizados 

no son los suficientemente claros. En nuestro caso, la interpretación que ofrecemos 

radica en entender al cobro de la penalización como un cobro distinto a lo facturado 

habitualmente, en otras palabras, distinto los conceptos que mes a mes se colocan en 

la factura. 

 

Por otro lado, tenemos al inciso 15 del artículo 28 del mismo cuerpo normativo el cual 

señala que:  

 

Artículo 28.- Objeto del reclamo El usuario podrá presentar reclamos que 

versen sobre las siguientes materias: 

(…) 15. Cualquier materia relacionada directamente con la prestación del 

servicio público de telecomunicaciones contratado. (…). 

 

En este caso nos encontramos ante un supuesto genérico que deja carta abierta a la 

autoridad a poder calificar la procedencia de cualquier reclamo referido a materias 

directamente relacionadas con el servicio mismo de telecomunicaciones. 

 

Este artículo debe ser interpretado, en cuanto al cobro de la penalidad realizado por la 

entidad operadora, con el artículo 16-A del Texto Único Ordenado de las Condiciones 

de Uso de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones, el cual señala que:  

 

Artículo 16-A 

La empresa operadora podrá celebrar contratos adicionales para: (i) la 

adquisición o financiamiento de equipos terminales, y/o (ii) la 

recuperación de inversión realizada para el desarrollo de infraestructura 

específica necesaria para la prestación del servicio a un determinado 

abonado. El contrato de prestación del servicio es independiente del 



 

 

 

 

contrato adicional celebrado para la provisión del equipo terminal, salvo 

que la empresa operadora otorgue al abonado un beneficio económico para 

la adquisición o financiamiento del equipo terminal, el cual deberá 

encontrarse vinculado al valor de la renta fija periódica por la prestación 

del servicio y/o al cumplimiento del plazo de permanencia establecido en 

el contrato adicional. En ningún caso, la empresa operadora podrá 

establecer en el contrato adicional o en el contrato de servicios, cláusulas 

que establezcan para el abonado la obligación de utilizar el servicio 

únicamente en el equipo que ha sido adquirido a la empresa. 

 

Para el caso de los servicios públicos móviles, cuando el abonado decida 

resolver el contrato de prestación del servicio y consecuentemente se 

resuelva el contrato adicional a que se refiere el numeral (i) del primer 

párrafo, la empresa operadora no podrá cobrar al abonado por dicha 

resolución, un importe superior al resultado del cálculo que sea realizado 

en base a lo señalado en el cuarto párrafo. Lo antes indicado solo resultará 

aplicable en los casos en que se le haya otorgado al abonado el beneficio 

económico a que se refiere el segundo párrafo. 

 

Esta lectura sistematizada del ordenamiento que regula en su integridad a los servicios 

públicos de telecomunicaciones, nos revela que los reclamos referidos a los cobros de 

penalidades por resolución de contrato de prestaciones antes del término de la vigencia 

se encuentran íntimamente relacionados al servicio prestado en virtud de dicho 

contrato, toda vez que esta penalización se da en tanto que la resolución del contrato 

se debió únicamente a la terminación del mismo servicio y cambiarlo por otro con 

diferentes condiciones. En ese sentido, notamos que, en el presente caso, sí se podría 

subsumir el objeto del reclamo presentado por el reclamante. 

 

Finalmente, advertimos que bajo cualquiera de estas dos consideraciones el siguiente 

reclamo puede ser declarado procedente, por lo que nos queda claro que lo señalado 

por la empresa no es lo correcto y que debió admitir el reclamo interpuesto y resolver 

conforme a lo solicitado.  

 



 

 

 

 

Ahora bien, la problemática planteada busca resaltar la poca claridad de la norma al 

momento de señalar las causales de procedencia aplicables al caso en concreto, 

supuesto que no debería de ocurrir, teniendo en cuenta que el procedimiento de 

reclamos tiene la intención de ser sencillo y que no genere complicaciones en los 

usuarios al momento de presentar e interponer sus reclamos.  

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 

1. ¿Es un acto administrativo el pronunciamiento emitido por la empresa 

operadora? 

 

El acto administrativo ha sido definido en el inciso 1.1.del artículo 1 de la Ley No. 

27444 - Ley de Procedimiento Administrativo General, vigente al presente caso, de 

acuerdo a lo siguiente: 

 

Son actos administrativos, las declaraciones de las entidades que, en el marco de 

normas de derecho público, están destinadas a producir efectos jurídicos sobre los 

intereses, obligaciones o derechos de los administrados dentro de una situación 

concreta. 

 

Por su parte, pero en un sentido similar, la doctrina considera al acto administrativo 

como lo siguiente: 

 

El acto administrativo seria así la declaración de voluntad, de juicio, de 

conocimiento o de deseo realizada por la Administración en ejercicio de una 

potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria. 

 

De esta definición derivan una serie de notas que han de estudiarse con alguna 

detención. 

a) Se trata en primer término de una declaración intelectual, lo que excluye las 

actividades puramente materiales (ejecuciones coactivas, actividad técnica de 

la administración). 

b) La declaración puede ser de voluntad, que será lo normal en las decisiones o 

resoluciones finales de los procedimientos, pero también de otros estados 



 

 

 

 

intelectuales: de juicio, de deseo, de conocimiento, como es hoy 

pacíficamente admitido en la teoría del acto jurídico. 

c) La declaración en que el acto administrativo consiste debe proceder de una 

Administración. 

d) La declaración administrativa en que el acto consiste se presenta como el 

ejercicio de una potestad administrativa. 

e) La potestad administrativa ejercida en el acto ha de ser distinta de la potestad 

reglamentaria. (García De Enterria & Ramón, 1997, pág. 540-541) 

 

Estas definiciones nos permiten identificar al acto administrativo como aquella 

declaración de una Entidad que ejerce función administrativa, destinada a producir 

efectos jurídicos en los administrados, respecto de un caso en concreto. 

 

De acuerdo a ello podemos apreciar a la producción de los efectos jurídicos como 

elemento para identificar al acto administrativo como un elemento determinante, ello 

implica que el acto administrativo debe de influir directamente en los derechos e 

intereses del administrado, denegando una solicitud, limitando o afectando el ejercicio 

de un derecho o creando obligaciones en los administrados.  

 

Esta discusión si bien no es muy recurrente dentro del ámbito público, en el ámbito 

privado si nos genera una inquietud teórica que queremos esclarecer, ya que en 

principio los actos administrativos son exclusivos de la Administración Pública.  

 

Al respecto, de acuerdo con el Reglamento para la Atención de Reclamos de Usuario 

de Servicios Públicos de Telecomunicaciones, el procedimiento de reclamo en su 

estructura tiene como entidad resolutoria en primera instancia a la empresa operadora.  

 

Esto viene de acuerdo con lo señalado en el artículo I del Título Preliminar de la Ley 

No. 27444 - Ley de Procedimiento Administrativo General que considera como 

entidad de la Administración Pública a las personas jurídicas de derecho privado que 

brindan servicios públicos o que ejerce función administrativa, en virtud de concesión 

o delegación del estado.  

 

Sobre ello la doctrina nacional refiere lo siguiente: 



 

 

 

 

 

Es común apreciar en los Estados contemporáneos el fenómeno de colaboración 

administrativa por el cual, entes que no integran la estructura orgánica estatal ni 

perciben recursos presupuestales, ejercen técnicamente función gubernativa 

mediante una tendencia a la descentralización estatal. En tal sentido, si tales 

entidades ejercen función administrativa, dictan actos administrativos, están 

sujetas a controles administrativos y es propio que les sean aplicadas las normas 

del procedimiento administrativo. (Morón, 2018, pág. 35) 

 

En ese sentido, de acuerdo a lo antes señalado, nos queda claro que al ser la empresa 

operadora una entidad de la administración pública, dentro del procedimiento de 

reclamos sobre servicios de telecomunicaciones, esta emite actos administrativos que 

producen efectos jurídicos respecto del caso de los reclamos interpuestos ante las 

empresas que brindan el servicio de telecomunicaciones.  

 

2. La debida motivación de las resoluciones administrativas en el marco del 

reclamo por cobro de penalidad indebida. 

 

La debida motivación forma parte del derecho constitucional al debido proceso, ya que 

aparece como una de las principales garantías que la autoridad administrativa debe de 

cumplir a fin de garantizar un procedimiento objetivo y eficiente. 

 

Al respecto, el Tribunal Constitucional en la Sentencia recaída en el Expediente No. 

00191-2013-PA/TC considera que: 

 

Los criterios de la motivación no solo son aplicables a la motivación en sede 

judicial, sino que también son extensibles a la motivación en sede administrativa. 

En efecto, como este Tribunal lo tiene expresado en uniforme y reiterada 

jurisprudencia, el derecho al debido proceso tiene un ámbito de proyección sobre 

cualquier tipo de proceso o procedimiento, sea éste judicial, administrativo o entre 

particulares [STC 02050-2002-AA/TC FJ 12, STC 00090-2004-AA/TC FJ 31, 

entre otras]. Asimismo, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que en 

los procesos administrativos sancionadores, la motivación "no sólo constituye una 

obligación legal impuesta a la Administración, sino también un derecho del 



 

 

 

 

administrado, a efectos de que éste pueda hacer valer los recursos de impugnación 

que la legislación prevea, cuestionando o respondiendo las imputaciones que 

deben aparecer con claridad y precisión en el acto administrativo sancionador. De 

otro lado, tratándose de un acto de esta naturaleza, la motivación permite a la 

Administración poner en evidencia que su actuación no es arbitraria, sino que está 

sustentada en la aplicación racional y razonable del derecho y su sistema de 

fuentes. (…) (Expediente No. 00191-2013-PA/TC, Fundamento 3)  

 

El derecho a la debida motivación es una garantía fundamental dentro del marco de 

cualquier proceso judicial, así como en los procedimientos administrativos de 

cualquier naturaleza. Esto ha sido reconocido incluso, en el derecho administrativo, 

como un requisito de validez del acto administrativo en el artículo 3 de la Ley No. 

27444 - Ley de Procedimiento Administrativo General, la cual señala:  

 

Son requisitos de validez de los actos administrativos: 

(…) 

4. Motivación. - El acto administrativo debe estar debidamente motivado en 

proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico. 

 

Entiéndase sobre ello, a la obligación de la administración de justificar sus decisiones, 

de cumplir con sustentar en base a las disposiciones normativas y a los medios 

probatorios adjuntos, sin ningún criterio subjetivo. Esto, además, implica que la 

administración deba de cumplir con analizar cada uno los medios probatorios adjuntos 

en el expediente, así como brindar un razonamiento coherente y lógico de la aplicación 

de las normas pertinentes en el caso en concreto.  

 

En ese sentido, la sola ausencia de la motivación en el contenido del acto 

administrativo genera la nulidad del mismo, toda vez que como lo hemos venido 

señalando, es un requisito fundamental para la validez de estos. 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

Mediante el Formulario de Reclamo: Servicio de Telefonía Móvil, de fecha 05 de julio 

de 2016, el señor Pedro Ernesto Rondón Navas (en adelante “el reclamante”) inició el 

procedimiento de reclamo en contra de Telefónica del Perú S.A.A. (en adelante “la 

empresa operadora”) en materia de cobro de servicio.  

 

La empresa operadora resolvió el reclamo en calidad de primera instancia mediante 

la Carta No. TM-R-F-0946717-2016 declarando improcedente el reclamo, toda vez 

que el cobro de penalidades por la resolución del contrato de prestación de servicio 

de telecomunicaciones antes de la culminación de su vigencia no se encuentra 

establecido como una materia que es susceptible de reclamar.  

   

Siendo así, el reclamante presentó su recurso de apelación en contra dicha resolución, 

elevando el reclamo ante el Tribunal del Administrativo de Solución de Reclamos de 

Usuarios- TRASU, señalando que la empresa usuaria no ha cumplido con evaluar el 

fondo del reclamo. 

 

En calidad de segunda instancia el TRASU a través de la Resolución N° 01 de fecha 

13 de octubre de 2016, decidió declarar FUNDADO el recurso de apelación, en 

consecuencia, REVOCÓ la Resolución de la Empresa Operadora, ordenando a esta 

anular, o de ser el caso, devolver el importe correspondiente a los conceptos 

reclamados, según corresponda. 

 

En razón de lo anteriormente expuesto, para resolver la presente causa, corresponde 

determinar lo siguiente: 

 

(i) Si el reclamo interpuesto se encuentra dentro de las materias que son objeto 

de reclamación del Reglamento para la Atención de Reclamos de Usuarios del 

Servicio Público de Telecomunicaciones. 

 



 

 

 

 

(ii) Si se ha realizado un cobro indebido de una penalidad de S/ 80.00 por la 

resolución de contrato de prestación de servicios antes del vencimiento de su 

vigencia.  

 

Al respecto debe considerarse lo siguiente: 

 

1. La empresa usuaria alegó que los reclamos por devoluciones de importes 

realizados no son objeto de reclamación de acuerdo a lo señalado en el artículo 28 

del Reglamento para la Atención de Reclamos de Usuarios del Servicio Público 

de Telecomunicaciones y por ello dicha reclamación deviene en improcedente. 

 

2. La empresa operadora mediante resolución emitida en primera instancia, ha 

realizado una evaluación muy pobre con relación a la reclamación interpuesta por 

el reclamante, ya que no ha tomado en cuenta todos los aspectos que esta contiene. 

Si bien es cierto que el reclamante tiene como principal objetivo que se le realice 

la devolución del pago de la penalización de S/ 80.00, el cuestionamiento que se 

realiza mediante este reclamo gira en torno al hecho que la empresa haya realizado 

el cobro de la penalidad a pesar de que ya se había pagado.  

 

3. En ese sentido se tiene que al ser este una penalidad cobrada en virtud de un 

contrato de prestación de servicio de telecomunicaciones nos encontramos ante 

una causal de procedencia del reclamo señalado en el Reglamento para la 

Atención de Reclamos de Usuarios del Servicio Público de Telecomunicaciones.  

  

4. No nos encontramos de acuerdo con lo señalado por la empresa operadora en su 

resolución de primera instancia ya que no ha tomado en cuenta el objeto mismo 

de la reclamación realizando una evaluación muy pobre de la problemática 

planteada por el reclamante en el presente procedimiento. 

  

5. La empresa reclamante desarrolla su resolución en base a una identificación 

incorrecta de la causal de procedencia del reclamo, debido a que no ha realizado 

un análisis adecuado del reclamo presentado.  

 



 

 

 

 

6. Nos encontramos de acuerdo con lo señalado por el TRASU en su resolución de 

segunda instancia en todos sus extremos. Con respecto al extremo relativo a la 

procedencia del reclamo interpuesto, el TRASU, al contrario de la empresa 

operadora, ha identificado adecuadamente el problema fundamental planteado en 

el reclamo, el cual es el cobro de una penalidad por la resolución del contrato de 

prestaciones de servicios de telecomunicaciones que no debió cobrarse, ya que 

este se había pagado, y que figuraba por un error al momento de registrar el cobro 

en la facturación.  

 

7. El TRASU analiza adecuadamente la controversia al momento de calificar su 

procedencia ligando directamente el cobro de la penalidad en el presente caso al 

servicio mismo de telecomunicaciones.  

 

Estamos de acuerdo con el análisis del TRASU en este extremo, ya que ha 

realizado una interpretación sistemática de las normas, tanto del inciso 15 del 

artículo 28 del Reglamento para la Atención de Reclamos de Usuarios del Servicio 

Público de Telecomunicaciones como del artículo 16-A del Texto Único 

Ordenado de las Condiciones de Uso de los Servicios Públicos de 

Telecomunicaciones, lo cual nos lleva una conclusión clara respecto de la relación 

existente entre el cobro de este tipo de penalidades con el mismo servicio de 

telecomunicaciones. 

 

8. En cuanto al tema de fondo, el TRASU cumplió con realizar una adecuada 

revisión de los medios probatorios. En este caso, se advirtió que efectivamente el 

reclamante había realizado el pago de la penalidad por dos ocasiones y que 

efectivamente una de ellas se había impuesto de manera inadecuada, debido a un 

error en la facturación.  

 

Así pues, también se verificó que no se había adquirido otro terminal móvil para 

el número en que se había impuesto la penalidad. Estando a ello, nos queda claro 

que dicha penalidad no debió ser cobrada por parte de la empresa operadora al 

reclamante. En ese sentido, nos encontramos de acuerdo con lo señalado por el 

TRASU al haber declarado fundado el reclamo interpuesto. 

 



 

 

 

 

9. Si bien, la resolución del TRASU señaló que no se ha cumplido con la motivación 

en el la resolución de primera instancia (la cual es una causal de nulidad), hizo 

bien en revocar la decisión y resolver con respecto al fondo de la controversia, y 

declarar fundado el reclamo interpuesto, ello debido a que ha contado con 

elementos de convicción que muestran una clara y evidente prueba de que el cobro 

de la penalidad no ha tenido razón de ser, ya que no existe servicio cancelado 

adicional que implique la aplicación de dicha penalidad.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

- Los reclamos interpuestos por el cobro de penalizaciones son procedentes, de 

acuerdo con el inciso 15 del artículo 28 Reglamento para la Atención de Reclamos 

de Usuarios del Servicio Público de Telecomunicaciones, ya que de una 

interpretación sistemática con el artículo 16-A del Texto Único Ordenado de las 

Condiciones de Uso de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones nos revela 

que estos cobros se encuentran relacionados con el servicio de 

telecomunicaciones. 

 

- Las empresas operadoras, en el marco de un procedimiento de reclamo de usuarios 

de servicios de telecomunicaciones, emiten actos administrativos, debido a que de 

acuerdo con el artículo I del Título Preliminar de la Ley No. 27444 - Ley de 

Procedimiento Administrativo General, se les considera como entidades de la 

administración pública por ser una persona jurídica de derecho privado que presta 

servicios públicos, además de lo señalado en Reglamento para la Atención de 

Reclamos de Usuario de Servicios Públicos de Telecomunicaciones, , lo cual los 

habilita para poder emitir actos administrativos.  

 

- No se ha cumplido con la debida motivación en la resolución de primera instancia, 

ya que la empresa operadora no se ha pronunciado por el tema de fondo de la 

reclamación, centrándose completamente en la procedencia de esta sin hacer un 

análisis adecuado de la controversia, calificando equivocadamente la materia de 

la reclamación. 

 

- No nos encontramos de acuerdo con la resolución de primera instancia, emitida 

por la empresa operadora, ya que no ha realizado un análisis adecuado de la 

controversia, identificando equivocadamente el objeto del reclamo, al señalar que 

las devoluciones no son materia de reclamación que se encuentren señaladas en el 

Reglamento para la Atención de Reclamos de Usuario de Servicios Públicos de 

Telecomunicaciones.  

 

- Nos encontramos de acuerdo con la resolución emitida por el TRASU de segunda 

instancia, en la que se realiza una adecuada revisión de los errores existentes en 



 

 

 

 

la resolución de la empresa operadora. Estamos de acuerdo con la conclusión 

respecto de la procedencia del reclamo, toda vez que consideramos que los cobros 

de las penalidades por la resolución del contrato de servicios de 

telecomunicaciones antes de su vigencia están completamente relacionado con el 

servicio mismo de telecomunicaciones.  

 

- Estamos de acuerdo con el análisis del TRASU respecto de la falta de motivación 

en la resolución de primera instancia, en la que se aprecia que esta no ha cumplido 

con revisar los documentos y hechos ocurridos en el caso, a fin de emitir un 

pronunciamiento de fondo. 

 

- Coincidimos con la decisión de la autoridad de revocar la decisión de la autoridad 

de primera instancia y de resolver el tema de fondo, ya que existen medios de 

prueba que demuestran que el cobro de la penalidad ha sido indebida. 
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VI. ANEXOS  
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- RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

- RECURSO DE APELACIÓN 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

  

 



 

 

 

 

- RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

  

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 


